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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Javier Salsamendi. 


MIEMBROS: Señores Representantes Beatriz Argimón, Gustavo Bernini, Gustavo Borsari Brenna, 
Javier Cha, Luis Alberto Lacalle Pou, Alvaro F. Lorenzo, Edgardo Ortuño y Jorge Zás 
Fernández. 


SEÑOR PRESIDENTE (Salsamendi).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Hemos recibido un pedido de audiencia de la Asociación Uruguaya de Atención a la Infancia en Riesgo, que 
tiene a su cargo el Hogar del Bebé lo que era antes el Hogar Retoño, para referirse al proyecto de adopción. 


También hemos recibido una propuesta de las Salas I y IV del Instituto de Derecho Civil, con la firma del 
Subdirector, doctor Juan Andrés Ramírez. Se trata de un texto modificativo del proyecto de ley relativo a la 


adopción, que tiene media sanción del Senado. 


Asimismo, hemos recibido una nota de la Asociación de Escribanos del Uruguay sobre el proyecto de ley de 
firma electrónica. Este tema ya ha salido del marco de nuestra Comisión e, inclusive, figura en el orden del 
día de la sesión de hoy. Por ende, solo quiero ponerlos en conocimiento de que hemos recibido esta nota. 


Por otro lado, tenemos una nota de la Junta Departamental de Montevideo que dice que recibió a 
representantes de la Asociación Nacional de Protección Animal y de la Asociación Animales sin Hogar. Sin 
perjuicio de no haber podido dar una lectura profunda a la versión taquigráfica que se nos envía, en lo que a 
esta Comisión y a esta Cámara respecta debo decir que ya se ha aprobado el proyecto de ley, que fue 
analizado en su momento. El Senado nos envió un proyecto al que le realizamos modificaciones; aún está 
pendiente la aprobación del Senado a las modificaciones planteadas. 


Por otra parte, quiero informar que se nos hizo llegar el acta de una reunión de la Junta Local de la Zona 9 en 
la que formuló un planteamiento el Partido Colorado. 


También quiero informar que recibimos de parte de la doctora Gloria Rodríguez, Jueza Letrada, y de la 
escribana Liliana Salomón, Actuaria Adjunta, una solicitud de autorización al Representante Nacional 
Homero Viera para comparecer, atento a lo dispuesto en el artículo 114 de la Constitución de la República, 
por una denuncia del Comité Ejecutivo Nacional del Partido Colorado, radicada en el Juzgado Letrado de 
Primera Instancia de Rosario. Con relación a esto, debo decir que con anterioridad ya se había enviado la 
solicitud de ampliación de los antecedentes, porque los que nos habían enviado no significaban nada, pero 
aún no la hemos recibido. En esta nota se realiza nuevamente la solicitud, pero sin que se nos haya enviado a 
la Comisión el expediente con los antecedentes. Por lo tanto, planteo la necesidad de reiterar la solicitud 
realizada. 


SEÑOR LORENZO.- Más allá de solicitar los antecedentes, creo que el Poder Judicial remite esta 
solicitud de manera impropia, porque para que el señor Diputado Viera declare en el proceso no 
precisa ninguna autorización. Tiene la prerrogativa de declarar por escrito y todas las veces que 
quiera. Si en el proceso judicial lo convocan a una audiencia en atención al artículo 126 del Código del 
Proceso Penal, llamada “audiencia indagatoria”, a la cual tiene obligación de comparecer 
personalmente con asistencia letrada y puede eventualmente quedar procesado, se debe realizar la 
solicitud de desafuero. 


Esta solicitud no es ni una cosa ni la otra, y creo que es impropia. De manera que, además de solicitar los 
antecedentes, habría que aclarar a la señora Jueza que el criterio de la Comisión si se comparte es que haga 
una solicitud de desafuero a efectos de que el señor Diputado comparezca a la audiencia prevista en el 
artículo 126 del Código del Proceso Penal y, en consecuencia, que mande los antecedentes o que 
simplemente lo cite para declarar. Si el señor Diputado quiere hacer uso de su derecho a declarar por escrito y 
por exhorto, lo hará. 


Hago esta aclaración porque estamos dando vueltas alrededor de temas que son simples y que tenemos arriba 
de la mesa por una manera impropia de procesar las solicitudes. Se puede hacer una nota aclaratoria o se 
puede remitir la versión taquigráfica de la sesión, a efectos de que la Jueza se ilustre sobre cómo esta 
Comisión entiende que hay que proceder en estos casos. Así han procedido los Jueces en las otras cuatro 
solicitudes que ha tenido a consideración esta Cámara, dos de ellas procesadas y dos de ellas pendientes. 


(¡Apoyados!) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay objeciones, procederíamos en los términos planteados por el señor 
Diputado Lorenzo. 


Ingresamos al primer punto del orden del día: “Juzgados Letrados de Primera Instancia en Materia Penal con 
Especialización en Crimen Organizado (Modificación del artículo 414 de la Ley_N* 18.362)”. 


Lo que se propone es un agregado al artículo 414 de la Ley N* 18.362. El texto dice lo siguiente: “Los 
Juzgados Letrados de Primera Instancia en lo Penal de todo el país que estén conociendo, en cualquier etapa 
del procedimiento, en casos que a partir del primero de enero de 2009 son competencia exclusiva de los 


Juzgados Especializados, habrán de continuar entendiendo en ellos hasta su finalización.- En los casos de 
reiteración de delitos que correspondan al fuero especializados y al común, serán competentes para entender 
en ellos los Juzgados Especializados. Consecuentemente, también serán competentes para resolver la 
unificación de penas entre causas especiales y comunes”. 


SEÑOR LORENZO.- Este proyecto tiene media sanción del Senado y regula la situación transitoria 


que se da en causas tratadas en el régimen anterior de Juzgados, luego de la creación de estos nuevos. 
Creo que corresponde aprobar este proyecto, porque clarifica. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 
——— Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


VARIOS SEÑORES REPRESENTANTES.- Proponemos al señor Diputado Lorenzo como miembro 
informante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 


(Se vota) 


Siete en ocho: AFIRMATIVA. 


Ingresamos al segundo punto del orden del día: “Causas Judiciales Originadas en Relaciones de Consumo 
Comprendidas en la Ley_N* 17.250 (Se establece el procedimiento aplicable)”. 


Este proyecto tiene media sanción del Senado y establece lo que se denomina “Juzgados de primeras causas”. 
Según se señala en este proyecto, para demandas cuyo valor no supere el equivalente a 100 UR unos 

$ 41.500 se establece un proceso abreviado que, en definitiva, brinda facilidades a los efectos de poder 
comparecer, ya que, dada la entidad de lo reclamado, en muchos casos no se justificaba el proceso. Inclusive, 
hay determinado tipo de costos en materia judicial que quien reclama por una suma tan pequeña no está en 
condiciones de pagar. En realidad eran más los costos por hacer el reclamo que lo que se podía lograr con el 
propio reclamo. 


(Diálogos) 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto en bloque. 
(Se vota) 
——— Nueve por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


VARIOS SEÑORES REPRESENTANTES.- Proponemos al señor Diputado Lorenzo como miembro 
informante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 


(Se vota) 


——— Ocho en nueve: AFIRMATIVA. 


SEÑOR ORTUÑO.- Solicito que se rectifique la votación del proyecto anterior, a fin de poder votar 
favorablemente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 


(Se vota) 
——— Nueve por la afirmativa: AFIRMATIVA.- Unanimidad. 


En discusión el tercer punto del orden del día: “Penas y Medidas Alternativas a la Reclusión (Modificación 
de la Ley_N* 17.726)”. 


SEÑOR BERNINI.- Hace algunas semanas anunciábamos a colegas de la bancada del Partido 
Nacional nuestra intención de presentar un proyecto que modificara la ley vigente en materia de 
medidas alternativas a la reclusión. Fundamentalmente, nos basamos en que por la vía de los hechos la 
ley vigente, en función de su propia formulación, no es aplicada de manera uniforme por parte del 
Poder Judicial. Es más: eso nos consta porque dentro del informe que brindó el Comisionado 
Parlamentario para el Sistema Carcelario nos explicó que el Poder Judicial estaba haciendo una 
experiencia piloto en tres Juzgados respecto a los extremos planteados por la Ley N” 17.726, referida a 
medidas alternativas a la prisión. En aquel momento nos llamaba la atención que, si existía una ley de 
carácter nacional y general que se aplicaba como experiencia piloto en determinados Juzgados, no se 
aplicara en el conjunto del sistema judicial. La explicación que se nos dio cuando tratamos de 
informarnos sobre el tema fue que, en función de que la propia formulación de la ley dejaba la facultad 
de la aplicación de las medidas alternativas a los distintos Jueces, no tenía una aplicación pareja en el 
conjunto del sistema, por lo que se crea confusión y, a mi juicio, falta de equidad a la hora de aplicar la 
norma penal. 


Nosotros hicimos un esfuerzo en la elaboración de este proyecto, recibimos asesoramientos de todo tipo, 
hicimos consultas a distintos catedráticos y, finalmente, presentamos el proyecto. En su elaboración el señor 
Diputado Orrico tuvo especial protagonismo, a tal punto que mantuvo algún tipo de contacto con legisladores 
del Partido Nacional, tanto del sector herrerista como de Alianza Nacional, lo que nos consta porque nos lo 
informó. 


A la vez, el contenido de este proyecto de ley implica, entre otras cosas, que el Estado como tal deba tener 
determinado tipo de contenciones o herramientas para que esas medidas alternativas sean efectivamente 
aplicables a la hora de que un Juez pueda acudir a ellas como sanción o pena ante determinados delitos 
menores. Entre otras cosas, como alternativa a la prisión se genera trabajo comunitario, se requiere una 
atención especial del Patronato Nacional de Encarcelados y Liberados, y se maneja hasta la posibilidad de un 
chip en pulseras para facilitar el seguimiento, sobre todo en los casos de violencia doméstica, que son unos de 
los más claros en los que existen determinadas penas que implican arresto domiciliario, etcétera. 


Por un lado, entendemos imprescindible que seamos más precisos a la hora de la aplicación de las medidas 
alternativas y por eso presentamos el proyecto, pero por otro, debemos tener responsabilidad a la hora de que 
esas medidas alternativas puedan ser efectivamente aplicadas. Es en este sentido que hemos trabajado el 
tema, particularmente con el llamado Gabinete de Seguridad que este Gobierno ha constituido, integrado por 
varias Carteras del Poder Ejecutivo que tienen que ver con el tema. Fundamentalmente, debemos analizar las 
condiciones que hoy tiene, por ejemplo, el Patronato a nivel de todo el país, las posibilidades de compra de 
esas pulseras especiales para el seguimiento de los penados, la real aplicación de la bolsa de trabajo y cómo 
se vienen desarrollando algunas soluciones que el Patronato ha tratado de llevar adelante, en este caso a 
través del trabajo de los liberados; nos referimos al trabajo comunitario. 


En función de todos estos aspectos, entendemos que la discusión y posterior sanción de esta ley tiene que ir 
acompañada de las herramientas que, necesariamente, debe tener el Estado para aplicar estas medidas 
adecuadamente, a fin de que no caigamos inexorablemente en la prisión como forma de pena, que es lo que 
debemos evitar en el sistema judicial uruguayo; creo que los índices de gente en prisión que existe en el 
Uruguay lo demuestran claramente y me eximen de mayores comentarios. Pero, a la vez, el hecho de que las 
penas no sean de prisión no significa que no sean penas y, por tanto, deben cumplirse, controlarse y tener una 
infraestructura adecuada, tanto a nivel del Poder Judicial como de la propia Administración del Estado, para 
que se hagan efectivas. 


De acuerdo con esos elementos, estamos haciendo un relevamiento respecto a la posibilidad de compra de las 
pulseras y de reforzar al propio Patronato Nacional dotándolo de los recursos humanos y económicos que 
resultan imprescindibles para contemplar la aplicación efectiva de estas medidas. 


Estamos en la etapa de diagnóstico de la situación y consideramos que debemos avanzar a los efectos de que, 
una vez que podamos ingresar en el debate de este proyecto y se llegue a la posterior sanción de la ley, 
realmente sea aplicable y efectiva y cumpla el rol por el cual contó con el espíritu general, 
independientemente de los matices que se puedan tener sobre su contenido; lo digo porque por 
conversaciones que hemos mantenido y algunas declaraciones públicas, considero que todos estamos más o 
menos contestes en la necesidad de ser más precisos en una ley que implique medidas alternativas a la 
prisión. 


En este sentido, creo que estaríamos a destiempo si aceleráramos el proceso de sanción de este proyecto en la 
Cámara porque, según lo que hemos comentado y analizado, están en proceso inversiones por parte del 
Estado y el refuerzo en materia de recursos humanos y económicos para que, efectivamente, los organismos o 
institutos que tienen que ver con este tema tengan la capacidad de cumplir con los objetivos que se les van a 
asignar a fin de que efectivamente puedan cumplir con las decisiones judiciales. 


Mi planteamiento es no tratar este proyecto ahora, postergarlo por algunas semanas, hacer un seguimiento del 
tema y consultar a los colegas de la oposición si hay voluntad para involucrarnos a la hora de ver de qué 
manera se puede aplicar en la práctica; nosotros por lo pronto la tenemos y creo que este es un tema en el que 
puede haber consenso general. Ese podría ser un compromiso de todos, y desde ya que estamos dispuestos a 
transitarlos juntos. 


SEÑOR LORENZO.- Repito la disposición positiva a aprobar un proyecto con las características de 
este, más allá de alguna precisión que ya hice en el sentido de evitar que la condición económica del 
imputado o condenado sea determinante en la posibilidad de cumplir penas alternativas. De lo 
contrario, estaríamos generando un sistema no equitativo en función de ese elemento, que es una 
realidad de cada uno. Inclusive, me opondría a que esa posibilidad, establecida en el literal D) del 
artículo 2” de este proyecto según la versión actual, se dé en caso de que sea la vida el bien jurídico 
protegido. Podríamos citar el caso del homicidio culposo, por ejemplo, porque, en definitiva, la víctima 
no puede prestar su consentimiento y yo no aceptaría que sus sucesores, o la familia de la víctima, lo 
acepten en nombre de quien no está. 


En todo caso, lo importante es que mantenemos nuestra opinión favorable a un proyecto de estas 
características y compartimos el planteamiento del señor Diputado Bernini, entre otras cosas porque hay que 
profundizar y trabajar en el tema, y creo que por otras razones esta Comisión no está en condiciones de 
llevarlo adelante. El resto de los temas podrían ser tratados en el plano de la reglamentación. En la medida en 
que se disponga de los medios necesarios el Poder Judicial podría ajustar la selección de las penas 
alternativas en función de la disponibilidad de elementos técnicos para su cumplimiento, sean institucionales 
por la fortaleza de las instituciones que estarían involucradas, como el Patronato o tecnológicos, como los 
sistemas de rastreo de personas o vehículos. 


Esa es mi posición, compartiendo el planteamiento del señor Diputado Bernini. 

SEÑOR BORSARI BRENNA.- Ya que el señor Diputado Bernini ha propuesto un paréntesis en el 
tratamiento de este proyecto, a los efectos del debido estudio de una norma de tanta trascendencia 
como esta, propondríamos que se solicitara la opinión de los institutos que tienen que ver con el tema. 
SEÑOR PRESIDENTE. Por tanto, solicitaríamos un informe escrito sobre el proyecto a estudio de 


esta Comisión pidiendo que fuera remitido antes de cierta fecha, al Instituto de Derecho Penal, al 
Instituto de Derecho Procesal y a la Asociación de Magistrados. 


SEÑOR LORENZO.- También deberíamos solicitar la opinión de las Universidades privadas. 
SEÑOR ZAS FERNÁNDEZ.- También al Colegio de Abogados del Uruguay. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, formularíamos ese pedido a los Institutos de todas las 
Universidades habilitadas en el país que tengan la carrera de Derecho y al Colegio de Abogados. 


Eventualmente, luego se analizaría la necesidad de contar con la presencia de todos o de algunos de los 
consultados. 


SEÑOR BERNINI.- Hago acuerdo con todo lo que se ha resuelto hasta el momento. De todas maneras, 
señalo que estamos particularmente involucrados en construir las herramientas adecuadas para este 
proceso. Por lo tanto, me comprometo además de insistir con la voluntad de abrir esta posibilidad a 
todos los sectores involucrados en esta Cámara a hacer una rendición de cuentas más o menos 
sistemática relativa a cómo nos está yendo en el fortalecimiento del Patronato, el logro de los recursos 
humanos y económicos, el proceso de comprar las famosas pulseras con el chip de rastreo, y la 
infraestructura necesaria para hacer posible el trabajo comunitario con una posibilidad real de 
contralor. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En síntesis, se pospone el tratamiento del tema y se realizarán las consultas 
de acuerdo con lo propuesto. 


SEÑOR ARGIMÓN.- Me parece que sería bueno ya que todos manifestamos nuestra voluntad política 
en el sentido de que esto se concrete rápidamente que apenas lleguen las respuestas, en la siguiente 
sesión se haga una evaluación y se discutan, a fin de que no se atrase el tratamiento del tema. 


(Apoyados) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hubiera objeción en función de algunos planteos de actividades 
políticas, la Mesa propone posponer el tratamiento del asunto vinculado con reformas al Código de la 
Niñez y la Adolescencia en materia de adopción. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑORA ARGIMÓN.- Estuve leyendo todos los informes y versiones taquigráficas correspondientes a 
las visitas de las diferentes delegaciones que se refirieron al tema y la verdad es que el material tiene 
visiones muy distintas sobre un asunto que a todos nos gustaría legislar de una vez por todas. Digo esto 
porque no es cuestión de andar modificando normas de estas características con asiduidad. Entonces, 
me parece que sería bueno notificar a todas las delegaciones que el material que tenemos los 
legisladores contiene ópticas muy diferentes. Creo que es bueno que los operadores que trabajan este 
tema en lo cotidiano se junten en torno a una mesa y sepan que la visualización del asunto no es similar 
en todos los casos, y hasta puede llegar a ser muy diferente. Entonces, comparto el criterio de hacer 
una instancia de intercambio y una puesta a punto porque creo que para nosotros sería muy 
interesante, aunque no imagino la dinámica que podríamos tener en una sesión como esa. Sería bueno 
que ellos visualizaran esas diferencias, no sé si a través de un comparativo o un resumen. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, se propone el envío a los involucrados de las versiones 
taquigráficas y la propuesta articulada de un proyecto modificativo que hemos recibido del Instituto de 
Derecho Civil de la Facultad de Derecho de la Universidad de la República. De lo contrario, se podría 
hacer un comparativo solo en cuanto a la propuesta articulada, que surgiría exclusivamente con el 
proyecto propuesto por Instituto de Derecho Civil porque en ningún otro caso tenemos un 
planteamiento de ese tenor. Personalmente entiendo que el comparativo es innecesario porque la 
estructura del proyecto modificativo trae señalado dónde se realizan las modificaciones al proyecto que 
tenemos a estudio y, a su vez, los comentarios pertinentes. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 
——— Luego del intercambio hecho, se va a realizar un seminario a los efectos de analizar las distintas 
propuestas planteadas en cuanto a la adopción, el miércoles 1* de julio, fecha en la cual la Comisión se 


reunirá a esos efectos. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


